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PRESENTACIÓN a LISTA DE CUESTIONES PREVIAS del 2º EXAMEN de CHILE en el COMITÉ DE LA DERECHOS de las PERSONAS con DISCAPACIDAD ONU , 12 agosto 2020, realizada de Corporacion Circulo Emancipador de Mujeres y Niñas con Discapacidad de Chile, CIMUNIDIS y Corporacion Agrupacion de Usuarios de Servicios de Salud Mental, ANUSSAM





Principios generales y obligaciones (arts. 1 a 4)

6. El Comité recomienda al Estado parte que adopte un plan para armonizar plenamente toda su legislación y políticas, incluyendo la Constitución Política de la República y el Código Civil para hacerlo compatible con la Convención y promover el modelo de derechos humanos de la discapacidad.

En 2016 se lanzó el Plan Nacional de inclusión de Personas con Discapacidad y en 2018 el Plan Nacional de Derechos Humanos incorporó parte de sus propuestas. Durante el año 2019 la Subsecretaría de Derechos Humanos, dependiente del Ministerio de Justicia, logró que la Contraloría aprobara su Plan.

El Parlamento ha legislado en los siguientes materias: Boletín 11357-11 (03-08-2017) Modificar Ley 20.584 y Código Penal para prohibir y tipificar como delito la esterilización permanente de Personas con discapacidad menores de 18 años, en primer trámite constitucional; Boletines refundidos 10563-11 y 10755-11 (noviembre 2018) sobre protección de salud mental, en segundo trámite constitucional concluyó despacho indicaciones; Boletín 12441-17 (julio 2019) de reforma a la capacidad jurídica para consagrar el derecho a la autonomía en personas con discapacidad intelectual y psicosocial, en Comisión de derechos Humanos de la Cámara de Diputados.

Aun no hay participación paritaria de mujeres con discapacidad, en reglamento de Ley 21.216 (Diario Oficial del 24 marzo 2020). La participación inclusiva de personas con discapacidad en la constituyente se presentó en moción parlamentaria solicitando 10% cuota (Boletín 13.129 en Senado), para la reforma constitucional.

Se ruega al comité consultar el Estado: 

* ¿Cuáles son los avances para adoptar el Plan Nacional de Inclusión de personas con discapacidad (2016), que contó con participación de OPDs y expertos, y contiene una visión específica de los cambios en legislación nacional, normas y protocolo contrarios a la Convención?
* Por favor especifique si en dicho Plan se incluirán los cambios legales considerados en el Primer Plan Nacional de Derechos Humanos y las recomendaciones del sistema de Naciones Unidas para reformas en materia legislativa en discapacidad.
* ¿Tiene el Estado planes específicos para promover desde el poder ejecutivo y/o legislativo reformas legales, incluyendo a las OPDs, mediante apoyos que garanticen su participación en estas mociones?
* ¿Tiene el Estado algún proyecto en elaboración para el reconocimiento constitucional de las personas con discapacidad como sujetos de derechos bajo los principios de igualdad, dignidad y no discriminación?



8. El Comité recomienda al Estado parte que revise los criterios para la calificación y certificación de la discapacidad y asegurar que reflejen un modelo basado en los derechos humanos de las personas con discapacidad.

El Estado no ha usado un modelo de derechos para políticas públicas, programas y protocolos de protección social a personas con discapacidad y abandona el que pertenece al Registro Nacional de Discapacidad o los utilizados en la ENDISC 2015. El tema es crítico por la exclusión de los 3.000.000 de habitantes con discapacidad, sin apoyos en la crisis sanitaria y la post pandemia, y no garantiza la designación de candidatos con discapacidad la constituyente, donde estas pueden incidir.

Se ruega al Comité le consulte al Estado:
* ¿Ha incorporado nuevos criterios de calificación y certificación de la discapacidad que consideren el modelo de derechos humanos de discapacidad? De ser así ¿cuáles son éstos?

10. El Comité recomienda al Estado parte que adopte un mecanismo vinculante de consulta permanente a personas con discapacidad a través de sus organizaciones, incluyendo a las mujeres, a las niñas y los niños con discapacidad, en la adopción de legislación, políticas y otros asuntos de su relevancia.

El Estado ha implementado algunas consultas a las personas con discapacidad y OPDs, pero no ha establecido un mecanismo vinculante hasta la fecha, incluso durante la pandemia de COVID-19 no ha respondido petición de provisiones financieras en la crisis social y sanitaria.

Se ruega al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuenta el Estado con un mecanismo vinculante de consulta a las OPDs, de forma sostenible, a través de asistencia jurídica y financiera para garantizar su participación, especialmente en tiempos de COVID y post pandemia?
	Igualdad y no discriminación (art. 5)

12. El Comité recomienda al Estado parte que revise la definición de ajuste razonable y reconozca en su legislación la denegación de ajustes razonables como forma de discriminación basada en la discapacidad en todas las esferas de la vida. Asimismo le recomienda que incluya las formas múltiples e interseccionales en su legislación contra la discriminación, proporcione remedios adecuados e imponga sanciones en caso de violación.	La Constitución y la ley 20.584 de derechos del paciente garantizan entre otros el acceso, calidad y oportunidad de la atención de salud. Sin embargo hoy no se cumplen estas garantías siguiendo el principio de igualdad, dignidad y no discriminación, dijo la Diputada Catalina del Real en proyecto de resolución del 23 junio 2020 a Presidencia.

Tampoco la utilización del Registro Social de Hogares para asignar bonos de apoyo Covid-19 (IFE 1 e IFE2) ha resuelto esta demanda en el marco de la crisis social y sanitaria actual. Por ejemplo, con transferencias monetarias directas por el monto de $125.000 a personas con discapacidad solicitado a la Presidencia por las OPDs.

	Se ruega al Comité consultar al Estado:
	* ¿Qué cambios implementará en el marco de la crisis social y sanitaria que garanticen el principio de la igualdad y no discriminación del artículo 19 No 9 inciso primero de la Constitución de la República a que las personas con discapacidad, para que puedan acceder a residencias sanitarias, y tratamientos intensivos del COVID, incluida la rehabilitación, así como a protección social financiera y empleo?
	* ¿Utilizará nuevos criterios en beneficio de personas con discapacidad que pertenecen al Registro Nacional de Discapacidad o los criterios sobre discapacidad utilizados en la ENDISC 2015, para robustecer la Ley N° 20.609 sobre discriminación, conocida como Ley Zamudio?

	Mujeres con discapacidad (art. 6) y mujeres y niñas (Art. 7)

14. El Comité recomienda al Estado parte que incorpore a las mujeres con discapacidad en las políticas de género y en las políticas de discapacidad y que ponga en marcha políticas y estrategias dirigidas a ellas específicamente, todo ello en estrecha consulta con las mujeres y niñas con discapacidad a través de las organizaciones que las representan. 

En el contexto de la Pandemia, saludamos que el Estado firmara el protocolo maternidad y Covid-19 que da "Orientaciones para el manejo de casos SARS-COV 2 (COVID-19) en Gestantes, Puérperas y Díadas. 

Durante mandato de presidenta Bachelet se creó la mesa intersectorial de Derechos Sexuales y Reproductivos, se firmó un convenio entre SENADIS, SERNAMEG y OPDs, se proveyó de fondos concursables sobre estas materias, se creó un Programa de Salud en la materia y fomentó un manual de educación sexual para personas con discapacidad. Sin embargo, en la actual administración se cancelaron todas estas iniciativas.

Se ruega al comité consultar al Estado:
* En el caso de SENADIS, MINSAL, Colegio de Matronas e INDH, ¿cómo considera el Estado utilizar las perspectivas de discapacidad, género y derechos humanos en el protocolo nacional de maternidad, para que sean considerados apoyos para mujeres con discapacidad en Covid y post pandemia?
* ¿Cómo garantizará la  prevención en discriminación y violencia obstétrica, salud sexual y reproductiva hacia NNA y mujeres con discapacidad, especialmente en el periodo maternal de gestante, parto respetado, puerperio y diada?
* ¿De qué manera la oferta de  salud pública en ginecología y obstetricia es respetuosa de los derechos humanos para todas las mujeres y niñas con discapacidad, incluido espacios accesibles y el equipamiento e interpretación en LSCH en recintos de salud?
* ¿Qué tipo de protección social y jurídica se encuentra disponibles para maternidad y protección de la crianza con apoyos hacia mujeres con discapacidad?
* ¿De qué manera el Estado piensa mejorar, en línea con la CDPD las materias referidas a Derechos Sexuales y Reproductivos, y la promoción de educación sexual integral de personas con discapacidad?
* ¿Planea el Estado adoptar el consentimiento informado en la Ley IVE en NNA y mujeres con discapacidad interdicatas para casos de aborto en las tres causales legales actualmente?
	
Niños y niñas con discapacidad (art. 7)

16. El Comité recomienda que en el proyecto de ley del sistema de garantías de los derechos de la niñez, actualmente en discusión por el Congreso, se incluya el principio de no discriminación, así como la protección especial a niñas y niños con discapacidad con el objeto de reforzar las garantías a sus derechos y la igualdad de oportunidades para su inclusión familiar, comunitaria y social, y la suficiente dotación de recursos para su efectiva implementación. 

La iniciativa para una Ley de Garantías de la Niñas está avanzando, pero no los  procesos de desinstitucionalización en marcha, especialmente en recintos psiquiátricos forenses y el SENAME, recintos privados, y religiosos o de caridad, conforme a los artículos19 y 23 de la Convención.

Se ruega al comité consultar al Estado:
* ¿Existen leyes para penalizar esterilizaciones a NNA con discapacidad? 
* ¿De qué manera ha participado el Estado en la moción parlamentaria con perspectiva adultocéntrica (Boletín 11357-11 Modificar Ley 20.584 y Código Penal para prohibir y tipificar como delito la esterilización permanente de personas con discapacidad cuya edad es menor de 18 años) o realizado consultas a los NNA?
* Para la reforma a la capacidad jurídica y ley de salud mental, ¿de qué manera ha realizado consultas a los NNA con discapacidad?

	Toma de conciencia (art. 8).

18. El Comité alienta al Estado parte a combatir los estereotipos y la discriminación en medios de comunicación e impulsar campañas públicas de promoción de las personas con discapacidad como sujetos de derechos humanos y no como objetos de caridad y asegurar que los fondos públicos no se utilizan para propósitos contrarios. 

El comité de CDPD y las OPDs han adoptado una postura contraria a la TELETON, porque menoscaba la dignidad de los NNA y centra la atención en el consumismo y la caridad

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son los planes del Estado para detener el espectáculo televisivo caritativo de la TELETON, que se basa en imágenes y videos para la inspiración de lástima,  sufrimiento, y resiliencia de las audiencias, para promover garantías reales al derecho a la rehabilitación e inclusión de NNA con discapacidad?
* ¿Cuál ha sido la estrategia y el presupuesto asociado para educar en el cambio cultural requerido para combartir estereotipos y prejuicios respecto de personas con discapacidad psicosocial, que son quienes viven mayormente la discriminación?
* ¿Cuáles son las medidas que ha adoptado para evitar que la recaudación de fondos realizado por el Instituto de Rehabilitación Infantil Teletón refuerce un modelo asistencialista hacia las personas con discapacidad?
* ¿Qué campañas públicas sobre Educación en Derechos Humanos ha impulsado el Estado para prevenir la discriminación y violencia contra personas con discapacidad?


Accesibilidad (art. 9)

20. El Comité recomienda que el Estado parte adopte un plan de accesibilidad general teniendo en cuenta la observación general núm. 2 (2014) del Comité sobre accesibilidad (artículo 9 de la Convención), que incluya la accesibilidad en el transporte, las edificaciones e instalaciones públicas, la información y la comunicación, tanto en las ciudades como en las áreas rurales, con plazos concretos y sanciones por incumplimiento, en donde se involucre a las organizaciones de personas con discapacidad en todas las etapas de su desarrollo, especialmente en el monitoreo del cumplimiento.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿	Cuáles han sido los avances del Estado en materia de accesibilidad y qué medidas implementará para acelerarlos?
	
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias (art. 11)

22. El Comité recomienda al Estado parte que capacite de manera permanente al personal de protección civil en materia de derechos humanos de las personas con discapacidad. Dicha formación deberá incluir la divulgación de los instrumentos elaborados para la inclusión de las personas con discapacidad en las estrategias para la reducción de riesgos de desastres, la provisión de servicios digitales de comunicación, la inclusión de la accesibilidad en infraestructura y las rutas de evacuación, así como la información relacionada con la reducción de los riesgos de desastres. También le recomienda que preste especial atención a la accesibilidad a la información, incluido el Braille, la lengua de señas y los medios y formatos alternativos de comunicación, y deberá tener en cuenta el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres. 

Frente a catástrofes, emergencias y la crisis social y sanitaria, el Estado no ha respondido con soluciones a nivel local y municipal para la protección de grupos vulnerables como las personas con discapacidad, como serían el uso de medios de comunicación en LSCH en la TV abierta, y señalética de lectura fácil para personas con discapacidad intelectual, con movilidad reducida y postradas, y para personas con discapacidad psicosocial internadas.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son sus protocolos de emergencia y desastres para personas con discapacidad, como la crisis sanitaria y social Covid y post pandemia, estableciendo una mesa de autoridades sanitarias, ONEMI, autoridades municipales, organizaciones comunitarias y vecinales, OSC y OPDs locales?
* ¿Qué programas se han implementado por parte del Estado durante la pandemia de COVID-19 para brindar apoyo material y emocional de las personas con discapacidad y sus familias?

Igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12) 

24. El Comité solicita al Estado parte que derogue toda disposición legal que limite parcial o totalmente la capacidad jurídica de las personas con discapacidad adultas, y adopte medidas concretas para establecer un modelo de toma de decisiones con apoyo que respete la autonomía, voluntad y preferencias de las personas con discapacidad, en armonía con el artículo 12 de la Convención y la observación general núm. 1 (2014) del Comité.
Desde punto de vista de la dignidad de las personas con discapacidad psicosocial e interdicción, así́ como lo que coarte una vida plena independiente, es una negación de DDHH. Los procedimientos legislativos para temas de reforma a la capacidad jurídica, y sobre salud mental no han contado con la participación de personas con discapacidad psicosocial. Solo en el Estallido Social se incluyó a dirigentes sociales en una iniciativa de reforma constitucional por su capacidad de movilización política en las calles.

Nos preocupa, porque CIMUNIDIS ha registrado que existe una práctica masiva de sustitución legal de voluntad y preferencias en Salud Sexual y Salud Reproductiva de mujeres con discapacidad psicosocial. Las reglas jurídicas sustitutivas están basada en extendidas y nocivas creencias de una condición asexuada, anormal e incapaz, fundada en mitologías sobre la nula capacidad moral y económica de las personas con discapacidad psicosocial. Y han sido utilizada para desconocerlas como personas jurídicas, con derechos patrimoniales, civiles, políticos y parentales, laborales y comerciales. El resultado ha sido una segregación social, negándose incluso el derecho a una vida independiente, matrimonio civil, tuición de hijxs en adultxs con discapacidad, y acceso a Educación inclusiva desde la infancia y en los tres ciclos de enseñanza pública.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Con qué frecuencia recibe en audiencias y sesiones de la Comisión Derechos Humanos de la Cámara de Diputados presentaciones y consultas de la Sociedad Civil, y el Sistema de Naciones Unidas?
* ¿De qué manera se han implementado consultas estrechas con las OSC de personas con discapacidad psicosocial e intelectual?

26. El Comité recomienda al Estado parte que revise y derogue las disposiciones que restringen el consentimiento libre e informado de todas las personas con discapacidad, incluyendo las que se encuentran declaradas interdictas y están bajo tutela, o quienes se encuentren institucionalizadas, y se adopten las regulaciones necesarias para el pleno ejercicio del consentimiento libre e informado, para actuar en todo tipo de intervenciones médicas o científicas.

El MINSAL realizó consultas sobre cambios a la norma de consentimiento informado en Salud Mental, pero no realizó consultas estrechas de carácter vinculante con OPDs de usuarios y personas con discapacidad psicosocial, ni con los actuales estándares de derechos humanos de ACNUDH, conforme al artículo 23 de la Convención. En este sentido se han identificado situaciones graves fuera del nuevo estándar del año 2017, tales como la privación de libertad denominada forzada involuntaria; mutilaciones irreversibles, como psicocirugía; esterilizaciones quirúrgicas e invasivas, como TEC, incluso en embarazadas y NNA; contenciones mecánicas y químicas; abusos sexuales en situación de contención química de mujeres y en las duchas comunes; cámaras de video en espacios intimos, aislamientos forzados, medicación forzada y disciplina forzada; tratos crueles como requisar la ropa de diario del paciente y vestirlo con bata y sin zapatos para evitar fugas (también uso de puertas electrónicas con claves para evitar fugas); no provisión de artículos de higiene y aseo en la pandemia, no derivación a residencias sanitarias, ni UCI y UTI en caso de COVID, salas comunes sin distanciamiento social; mala alimentación, falta de calefacción y de abrigo; prohibición de visitas, incomunicación por periodos desconocidos; ignorancia de su diagnóstico y consecuencias para su vida cotidiana, no acceso su ficha clínica y desconocimiento de plazos para salir del internamiento forzado. Hay serias falencias también en la Comisión Nacional de Protección y filiales regionales para investigar y evaluar la situaciones de la usuarios de las camas psiquiátricas en la red público privada de salud mental.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿De qué manera las modificaciones al consentimiento informado han incluido enfoque de derechos humanos, perspectiva de género, infancia y discapacidad? ¿Éstas consideraron consultas estrechas a las OPDs de personas con discapacidad psicosocial, y si tienen filtro convencional? 
* ¿Qué procesos legales se han abierto para sanciones judiciales y económicas frente a prácticas de funcionarios del Estado que no respetan y desconocen los derechos de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial, auditiva, visual, y física? ¿Han sido estas graves situaciones identificadas como fuera del estándar de salud mental y derechos humanos?
* ¿El Estado reconoce las deudas con los Tratados de Derechos Humanos ratificados por Chile?
	
Acceso a la justicia (art. 13)

28. El Comité recomienda al Estado parte que adopte las medidas legislativas, administrativas y judiciales necesarias para eliminar toda restricción a la capacidad de las personas con discapacidad para actuar efectivamente en cualquier proceso. También le recomienda que proporcione los ajustes de procedimiento y razonables, incluyendo la asistencia personal o intermediaria, para garantizar el efectivo desempeño de las personas con discapacidad en las distintas funciones dentro de los procesos judiciales.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son las adecuaciones que ha realizado el poder judicial y el Ministerio Publico para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad?

Nivel de vida adecuado (Art. 28) y protección social (Art.11)

La crisis sanitaria y social por Covid-19, evidenció la demanda feminista por sistemas de cuidados y reconocimiento al trabajo informal de cuidadoras para la autonomía y las demandas de las personas con discapacidad por un diseño de ciudades para todos. Asimismo, el deber del Estado de provisionar artículos esenciales para cuarentenas obligatorias en el hogar (artículos de higiene, alimentos), aportes financieros; así también acceso a tecnologías, información digital y telecomunicaciones para mujeres con discapacidad con accesibilidad en educación, trabajo, comercio, participación social y política.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué medidas implementará el Estado para la protección social y cobertura de las necesidades básicas de mujeres y niñas con discapacidad en hogares inclusivos y viviendas colectivas en el contexto de la crisis Covid y post pandemia? Al respecto, véase las iniciativas de la bancada de Discapacidad, Congreso Nacional, Nota 1 y 2 del 23 junio 2020.
Libertad y seguridad de la persona (art. 14)

30. El Comité recomienda al Estado parte que revise el criterio de peligrosidad que determina el internamiento forzado en centros psiquiátricos. Asimismo le recomienda revisar y reformar su Código Penal con el objeto de proteger efectivamente las garantías del debido proceso de las personas con discapacidad, particularmente con discapacidad psicosocial y/o intelectual, proporcionando los apoyos que requieran durante los procesos judiciales, considerando el género y la edad.

Desde el año 2014 a 2017 se realizaron un total de 67.499 ingresos forzados e involuntarios, falleciendo bajo custodia del estado 163 pacientes entre hombres y mujeres con discapacidad psicosocial. (Ord. A|102 Numero 3864 del 10 septiembre 2019 de Subsecretaria de Redes Asistenciales)
Las OSC han denunciado la sistemática violencia institucional y casos de fallecidos bajo custodia estatal, con estadísticas de salud de 2014 a 2017. Y señaló, que las privaciones de libertad por causa de discapacidad se agravaron recientemente, es decir, se triplicaron las cifras de las internaciones forzadas el año 2018, en los Hospitales psiquiátricos de la Red Asistencial de Salud publica, segun datos publicados en la prensa. 
Se ha generado una alarma, por cuanto se observa una dañina e irracional criminalizacion del Estado hacia las personas con discapacidad psicosocial, que tiene como consecuencia, más de un centenar de casos fatales por violencia institucional. 
Estos datos no les incomodan a los servicios de salud, porque los pronósticos de los manuales de psiquiatría internacional, de los años 90, predicen una tasa de mortalidad del 10% para las personas con discapacidad psicosocial e intelectual. Sin embargo, los funcionarios de salud mental han abandonado publicar estudios locales analítico crítico sobre esta tragedia en décadas, facilitado por el régimen hermético de los manicomios.
En el modelo médico en discapacidad prevalece la discriminación basada en la ideología capacitista y cuerdista, motivo por el cual las personas usuarias de servicios de salud mental, reciben el castigo, estigmas y la pérdida de su libertad personal y de movilidad, incluso poniendo en peligro su integridad personal y la vida. Lo que perdura a pesar de la Ley 20.584 sobre derechos del paciente.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Va a revisar el Estado los criterios de peligrosidad para internamientos forzados y reformas a procedimientos judiciales aboliendo la figura legal de inimputable por causa de discapacidad, y proporcionado apoyos a defensores y el debido proceso judicial, basado en el artículo 12 de la Convención?

32. El Comité recomienda al Estado parte que prohíba la institucionalización forzada por motivo de la discapacidad.

Las estadísticas de internaciones forzadas e involuntarias y de fallecidos en custodia del Estado, son tan masivas como todos los reos del sistema carcelario del país, y tan alarmantes como todos los femicidios de un año.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué medidas está tomando para adoptar procedimientos sanitarios que no sean gravosos ni violentos, como las internaciones forzadas y tratamientos forzados, mediante la externacion a la vida independiente, y priorización del fortalecimiento de la salud mental comunitaria?
* ¿Cuáles son las razones que justifican un número tan alto de ingresos forzados e involuntarios en camas psiquiátricas (cercano a las 35 mil personas anuales) y de fallecidos en situación de privación de libertad bajo custodia del Estado desde enero 2014 a julio 2020?
* ¿Ha implementado un plan durante la crisis sanitaria producida por el COVID-19 y para la post pandemia para externar usuarios de psiquiatría hacia viviendas con apoyos, específicamente para personas con discapacidad privadas de libertad en cárceles y en unidades forenses, y aquellos NNA institucionalizados en SENAME y hospitales psiquiátricos, donde no hay medidas apropiadas para evitar contagios del COVID?
* ¿Ha diseñado un proceso de desinstitucionalizacion de los manicomios en la pandemia y post pandemia con un piso mínimo preventivo de no recibir más ingresos forzados e involuntarios?
* ¿Cuáles son sus planes para proveer recursos financieros prioritarios para la inclusión de personas con discapacidad psicosocial en el marco de la pandemia y post pandemia, considerando atención multidisciplinaria de salud mental comunitaria, telemedicina y atención ambulatoria domiciliaria, casas club de personas con discapacidad intelectual y psicosocial, psicoeducación, arteterapia, talleres laborales y de estudio en el tránsito para la vida independiente incluido en la comunidad, y bolsas de empleos con apoyo?

Protección contra la tortura (art. 15)

34. El Comité recomienda al Estado parte la prohibición explícita de prácticas consideradas “disciplinarias” o “correctivas” contra las personas con discapacidad psicosocial internadas en centros psiquiátricos públicos y privados u otros de privación de libertad. Asimismo, solicita que se inicien procesos de investigación sobre los hechos denunciados, con el fin de establecer las responsabilidades administrativas y penales correspondientes. Igualmente solicita que se anule la Regulación Exenta 656 del Ministerio de Salud (2002), se revise el mandato de la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y se asegure que la Comisión ejerza funciones de prevención y protección de tales derechos, en línea con la Convención.

El Reglamento 570, vigente desde el año 2000, se ha utilizado para fijar normas protocolos y circulares, actualmente contrarias para el modelo de derechos humanos de la CDPD que Chile firmó y ratificó el año 2008.

El INDH en su informe anual en diciembre del año 2017, denunció 16 casos positivos de tortura en pacientes de  servicios de psiquiatria bajo custodia del Estado. Luego en su informe de diciembre 2018, denunció el abandono del Estado de sus obligaciones con los adultos mayores en asilos de ancianos del país. Nos preocupa, porque el 70% de los residentes puede tener discapacidad, según Secretario General de ONU en 2020.

También en enero del 2018 el INDH denunció el abandono del interés superior de NNA en hogares dependientes del SENAME. Nos preocupa porque los NNA con discapacidad tienen 17 veces más posibilidades de ser internados en estos centros que otros NNA sin discapacidad. Los procedimientos de institucionalización de las niñas con discapacidad es la única respuesta del Estado al NNA en riesgo social, pero son tambien prácticas masivas de institucionalizacion por causa de discapacidad que evidencian la gran vulnerabilidad a la violencia institucional, especialmente si las NNA son sordas o con discapacidad intelectual y psicosocial.

El Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales en su informe anual del noviembre 2018, denunció alta ineficacia del trabajo de la Comisión Nacional y regionales en la proteccion de los usuarios de servicios de salud mental del país.
  
Investigaciones sucesivas realizadas por la Universidad de Valparaíso sobre personas con discapacidad psicosocial, y su situación en los hogares y residencias protegidas del Minsal de la Región, fueron publicadas el año 2015, las que denuncian maltratos, disciplina  y castigos a los residentes como en el regimen cerrado de los psiquiátricos.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Ha tomado el MINSAL medidas para que se derogue la norma 71 de esterilización quirúrgica involuntaria? Regulación exente 656 del MINSAL (2000).
* ¿Se han abolido los tratamientos invasivos e irreversibles como la psicocirugía involuntaria, la terapia electroconvulsiva, las prácticas de contenciones químicas y mecánicas, los aislamientos involuntarios y la privación de libertad y aquellas de carácter disciplinario en la red pública y privada?
* ¿Cuál ha sido el trabajo y acciones de la Comisión Nacional de Protección de derechos de personas con Enfermedad Mental y sus filiales regionales en la pandemia,  en los centros de psiquiatría públicos y privados, y en la red de hogares y residencias protegidas? ¿Qué impacto ha tenido este trabajo y acciones en evitar la expansión de los contagios y fallecidos entre los usuarios con discapacidad intelectual y psicosocial, y funcionarios?
* ¿Cuáles son las medidas que se implementaron hacia personas con discapacidad psicosocial privadas de libertad bajo custodia del Estado, en ausencia del MNPT tanto del poder judicial como del INDH?
* ¿Cuáles fueron las acciones que se adoptaron ante las denuncias del INDH de tortura en servicios de siquiatría, tales como clausura del servicio, oficios, judicialización, penalización o reparación del daño? Si no adoptó ninguna, se explique por qué.
¿De qué manera reformará las atribuciones jurídicas y finacieras de las Comisiones de Protección, contribuyendo a su independencia en el Estado?

36. El Comité recomienda al Estado parte que investigue los casos denunciados de maltrato físico, que constituyen tratos crueles, inhumanos y degradantes y violaciones de los derechos de las personas con discapacidad por parte de carabineros y otras fuerzas de seguridad, establezca las responsabilidades administrativas y penales, y adoptar protocolos de atención que garanticen el pleno respeto de los derechos humanos de las personas con discapacidad considerando su diversidad.

En el marco del Estallido social cientos de personas sufrieron mutilaciones parciales o totales oculares producto del actuar de la policía; decenas de personas con discapacidad fueron gaseadas, otras detenidas y varios casos de personas sordas que fueron baleadas por militares en toque de queda. Tampoco hubo transmisiones televisivas con intérpretes de LSCH. Las autoridades de gobierno y tampoco el INDH no desagregaron los datos de las víctimas por discapacidad, tampoco los organismos internacionales de DDHH.



Se pide al Comité consultar al Estado: 
* Por favor bríndenos estadísticas de víctimas del estallido social con discapacidad desde el mes de Octubre 2019.
*  Durante el estallido social del 2019, ¿existieron protocolos de las autoridades políticas hacia policías y fuerzas militares para el trato con personas con discapacidad? 
* Brindar información acerca de cómo INDH y los tribunales han logrado establecer responsabilidades políticas, administrativas, penales y económicas del Estado con las víctimas con discapacidad del Estallido Social.

38. El Comité solicita al Estado parte la creación del mecanismo nacional para la prevención de la tortura en cumplimiento de la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y que dentro de su mandato se contemple la supervisión por visitas a los centros psiquiátricos y albergues de larga estadía de personas con discapacidad. Mientras se crea tal mecanismo, el Comité urge al Estado parte a realizar visitas de supervisión a dichos centros de privación de libertad por parte de autoridades independientes, tales como jueces o el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

Durante 2018 la prensa comunicó dos casos de mujeres con discapacidad internadas en urgencias hospitalarias que fueron abusadas sexualmente por paramédicos y luego hubo procedimientos judiciales iniciados por sus familiares.

La Ley Zamudio ha resultado ser utilizada contra situaciones de discriminación, por una mayoría de por personas con discapacidad. Aún no se sabe que tan apropiadas estan las personas con discapacidad y sus familias, de la Ley 21.013 promulgada en mayo 2017 protege contra malos tratos a personas mayores, NNA, y personas con discapacidad en instituciones públicas y privadas, y hogares

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué protocolos tiene la la red pública y privada de salud mental tiene para prevenir y penalizar judicialmente abusos sexuales en condiciones de privación de libertad bajo estados de contención química y otra situaciones de vulnerabilidad, como la desnudes en baños públicos y la exposición permanente a cámaras de video en situaciones privadas.
* ¿De qué manera se llevan a cabo diligencias para derivar delitos de tortura a tribunales de justicia o el INDH, como los casos de estos dos paramédicos agresores que abusaron sexualmente de mujeres con discapacidad psicosocial? Por favor brinde información cuantitativa sobre esto.
* ¿De qué manera el personal está calificado y reguladas las funciones para administrar permanentemente cámaras de seguridad para la vigilancia de los funcionarios y pacientes de las camas psiquiátricas, públicas y privadas?
* Por favor brinde información sobre la supervisiones realizadas por el Poder Judicial e INDH de personas con discapacidad psicosocial privadas de libertad para pesquisar casos de tortura y señale si derivó estos delitos con debida diligencia y demostrando celo hacia los tribunales. Si no lo hizo, cuál fue el motivo.
¿Ha realizado una evaluación tras la implementacion de la ley N° 21.013 contra el maltrato en personas vulnerables, específicamente en el caso de personas con discapacidad?
* ¿Ha realizado educación en derechos sobre esta ley a funcionarios públicos y hacia los grupos vulnerables afectados?

Protección contra la explotación, la violencia y el abuso (art. 16)

40. El Comité recomienda al Estado parte que incluya a mujeres, niñas, niños y personas mayores con discapacidad en las políticas de protección contra la violencia, que consideren el enfoque de género, discapacidad y edad. Asimismo, solicita la designación de un mecanismo independiente de supervisión que también registre los casos denunciados y lleve a cabo monitoreo de los prestadores de servicios.

Es reciente la preocupación del movimiento feminista sobre salud mental, género y derechos humanos. A causa de las cuarentenas se demandó una respuesta institucional contra la violencia hacia las mujeres y NNA. Las cifras de denuncias crecen cada día, no así las denuncias de violencia hacia las mujeres con discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* Por favor brinde información sobre qué tan inclusiva ha sido el proceso de legislación de la ley general de violencia para incorporar a las mujeres y niñas con discapacidad en el establecimiento de un mecanismo de prevención, denuncia, penalización y reparación en casos de personas con discapacidad privadas de libertad y bajo custodia del Estado; así también en relaciones de poder subordinada en los hogares familiares.
* ¿Qué medidas ha realizado para la designación de un mecanismo independiente legal y financieramente sostenido para la supervisión de la violencia hacia las personas con discapacidad, registro de denuncias, monitoreo de prestadores servicio, y habilitación de equipos de abogados que judicialicen los casos de afectación?
	
Protección de la integridad personal (art. 17)

42. El Comité solicita al Estado Parte que revise la Ley núm. 20584 y el Decreto 570, garantizando sin excepción el consentimiento libre e informado de personas con discapacidad, incluyendo de aquellas declaradas interdictas, como requisito indispensable para toda intervención quirúrgica o tratamiento médico, particularmente los de carácter invasivo y aquéllos con efectos irreversibles tales como la esterilización y las cirugías a niños y niñas intersex.

Los procedimientos de detención de personas con discapacidad psicosocial, para aplicar medidas de privación de libertad forzadas e involuntarias, ya sea por orden judicial o de la autoridad sanitaria regional y sus familias, son altamente riesgosas para la integridad física, pues conllevan tratamientos forzados, incluso invasivos e irreversibles, y castigos disciplinarios hacia las personas con discapacidad detenidas. El derecho internacional hoy los ha considera gravosos y desproporcionadamente violentos. Estos han sido justificados por la ideología capacitista y cuerdista del modelo médico que sustenta la autoridad sanitaria, pero obsoleto por el modelo de los derechos humanos con perspectiva de discapacidad. En el siglo 21 la CDPD dictaminó que la meta de las prácticas de salud mental no es la normalización de las personas con discapacidad, sino la plena inclusión en la sociedad, promoviendo un enfoque de salud mental comunitaria. Por eso Chile debe derogar el decreto 570, junto a sus normas protocolos y circulares, por cuanto se requiere de la potestad de ley para la reforma a la salud mental; reformar además la ley 20.584 y el régimen civil de capacidad jurídica de las personas con discapacidad.


Se pide al Comité consultar al Estado:
* Señalar los cambios en el protocolo de consentimiento informado en salud mental y en la ley 20.584, considerando el modelo de derechos humanos de la CDPD.
* De qué modo ha incorporado estos cambios y el modelo de derechos humanos de la CDPD en las siguientes tramitaciones parlamentarias: Boletín 11357-11 (03-08-2017) Modificar Ley 20.584 y Código Penal para prohibir y tipificar como delito la esterilización permanente de Personas con discapacidad menores de 18 años, en primer trámite constitucional; Boletines refundidos 10563-11 y 10755-11 (noviembre 2018) sobre protección de salud mental, en segundo trámite constitucional concluyó despacho indicaciones; Boletín 12441-17 (julio 2019) de reforma a la capacidad jurídica para consagrar el derecho a la autonomía en Personas con discapacidad intelectual y psicosocial, en Comisión de derechos Humanos de la Cámara de Diputados.

Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad (art. 19)

44. El Comité recomienda al Estado parte que impulse un plan para la desinstitucionalización de personas con discapacidad, particularmente personas con discapacidad intelectual o psicosocial, que incluya su transición hacia una vida independiente en la comunidad contando con los servicios y apoyos necesarios, con plazos concretos y un presupuesto suficiente.

El Covid-19 demostró sanitariamente que la segregación forzada en instituciones de larga estadía ha sido fatal para NNA con discapacidad, personas con discapacidad mental, y adultos mayores con discapacidad en todo el mundo. Una situación similar ocurre en cárceles y manicomios, así como en hogares con hacinamiento. A ello se le ha llamado “bomba de tiempo”, porque en estos espacios no es posible la distancia social, existe mala alimentación, faltan provisiones de higiene, y negligencia en las prácticas profilácticas de funcionarios.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* En el contexto Covid y post pandemia, ¿contempla algún plan de cobertura universal para financiar la implementación del “tránsito a la vida independiente”’?
* En temas de viviendas familiares, ¿cómo resolverá la brecha social de acceso a viviendas familiares con apoyo vinculando al Ministerio de Vivienda para la adopción de medidas al respecto?
* ¿Ha considerado medidas específicas, como un plan para coordinar este tránsito con los servicios públicos que financian viviendas colectivas para NNA y adultos con discapacidad?
* ¿Qué medidas han sido incluidas en planes del Estado sobre viviendas durante la pandemia para dar cobertura, con enfoque de derechos humanos, a las necesidades de las personas con discapacidad que viven en los 947 ELEAM (con 70% de personas con discapacidad adultas mayores), dependientes de SENDA; a las 1.700 personas con discapacidad psicosocial e intelectual que residen en Hogares y Residencias Protegidas dependientes de MINSAL; a las cerca de 35.000 personas con discapacidad en camas psiquiátricas de MINSAL; y a las personas con discapacidad que se encuentran entre los 40.000 reos que dependen del Ministerio de Justicia?
* ¿Cuáles medidas ha desarrollado para elaborar un protocolo de consentimiento informado que pueda terminar con situaciones de privación de libertad de NNA, adultos y adultos mayores con discapacidad en instituciones del Estado?
* ¿De qué modo ha incorporado asistencia técnica y humanitaria del sistema de Naciones Unidas en el proceso de desinstitucionalización y tránsito a la vida independiente para las instituciones de larga estadía del Estado?
* ¿Qué medidas implementará para la prohibición de institucionalización forzada por causa de discapacidad; torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes; hacinamiento, malnutrición, falta de higiene; durante la pandemia en las instituciones con custodia del Estado de personas con discapacidad intelectual y psicosocial?
* ¿Cómo considera el Estado la implementación del acceso universal a vivienda para la vida independiente? 
* ¿Considerara el Estado incorporar en la planificación urbana el concepto de accesibilidad y asequilibilidad de las ciudades, con el criterio del uso social del suelo?
* ¿Cómo resolverá la inclusión sustentable de los grupos vulnerables -como son las personas con discapacidad- en las ciudades, en la crisis social y sanitaria del COVID y la post pandemia?

Libertad de expresión y comunicación y acceso a la información (art. 21)

46. El Comité recomienda al Estado parte que reconozca como oficiales la lengua de señas chilena y el sistema Braille y haga accesible la transmisión de toda información pública en cualquiera de los medios de información, particularmente la referida a procesos nacionales que afectan a todas las personas, y la relativa a situaciones de emergencia y/o desastres naturales.

Los grupos vulnerables como las personas con discapacidad, especialmente aquellas que se encuentran en instituciones donde hay privación de libertad, extrema pobreza, enfrentan una  desproporcionada brecha digital, para asegurar su inclusión en la pandemia y post pandemia en teletrabajo, educación remota, comercio, y participación social y política.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué medidas implementará para resolver la enorme brecha digital de acceso a TICs e internet, especialmente celulares humanitarios o tablet o PC, para personas con discapacidad durante la crisis sanitaria y social de la pandemia y post pandemia?
		
Respeto del hogar y la familia (art. 23)

48. El Comité recomienda que el Estado parte: a) Derogue las disposiciones discriminatorias que limitan el matrimonio a las personas con discapacidad; b) Adopte las medidas de apoyo necesarias, que incluyan la asistencia personal, con el propósito de que las personas con discapacidad, especialmente las mujeres, puedan ejercer sus derechos libres de prejuicios y en igualdad de condiciones con las demás; c) Instaure un mecanismo de revisión para el restablecimiento de la custodia de los hijos a las mujeres con discapacidad a quienes se les ha privado por motivo de la discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué planes tiene para la reforma del código civil, para matrimonios por voluntad de la pareja con discapacidad?
* ¿Qué medidas desarrolla para implementar un sistema de apoyos a las personas con discapacidad para acompañamiento y asistencia en embarazos, periodo prenatal, parto respetado, puerperio y diada? ¿Se ha procurado garantizar el acceso al sistema de protección social de estas familias?
Educación (art. 24)

50. El Comité recomienda al Estado parte: a) La implementación de un plan para transicionar hacia la educación inclusiva, a todo nivel hasta el superior, capacitando a docentes, llevando a cabo campañas integrales de toma de conciencia y fomentando la cultura de la diversidad; b) Asegurar la educación individualizada y disponer de los apoyos y recursos necesarios, tales como el Braille y la lengua de señas, para llevar a cabo dicha inclusión, en particular tomando en cuenta a las personas con discapacidad intelectual o discapacidad psicosocial; c) Asegurar la accesibilidad a las instituciones de educación superior, incluyendo mediante ajustes razonables en los procedimientos de admisión y todos los demás aspectos cubiertos por la educación superior; d) Prestar atención a los vínculos entre el artículo 24 de la Convención y el Objetivo de Desarrollo Sostenible 4 y las metas 4.5 y 4.8.

El modelo sanitario asistencialista y el modelo de educación especial tienen sombríos pronósticos del futuro de las mujeres con discapacidad, incluso desde su infancia. Hemos observado que las mujeres jóvenes con discapacidad psicosocial e intelectual en las Escuelas Especiales no tienen un proyecto a futuro de pareja ligado a su propia familia. La segregación de las niñas en Escuelas Especiales es otra práctica masiva de violencia institucional e inconstitucional que vulnera el principio de igualdad y no discriminación, para el acceso a una educación inclusiva en los tres ciclos de educación pública.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué medidas adoptará desde el Estado para erradicar en las Escuelas Especiales las prácticas de vulneración de DDSSRR que cancelan el proyecto de vida de las NNA con discapacidad, ligado a la familia?
* ¿Qué medidas se están implementando para el cierre progresivo de las escuelas especiales?

Salud (art. 25)

52 El Comité recomienda al Estado parte que haga accesibles la información y servicios integrales de salud sexual y reproductiva en todo el territorio chileno, incluyendo la lengua de señas y formatos accesibles, el equipo y mobiliario.

Existe discriminación y estigma en torno al embarazo y la maternidad de mujeres con discapacidad. Esta es la causa de que los Servicios de Salud ignoren la protección de sus derechos reproductivos desde la infancia, facilitándole a las familias las esterilizaciones forzadas en niñas, por causa de discapacidad. También es la causa de que estos Servicios ignoren su necesidad de asesoramiento para un embarazo seguro o que promuevan, como únicas alternativas: la Ley IVE (aborto legal), aplicación selectiva a mujeres con discapacidad mental la Norma 71 de esterilización quirúrgica del MINSAL, y la utilización del protocolo hospitalario de matronas y asistentes sociales en las unidades de maternidad para la sustitución de la tuición del recién nacido por SENAME, cuando la madre tiene diagnostico psiquiátrico o está en el Registro Nacional de Discapacidad.

Las OSC han registrado en el contexto de Escuelas de Educación Especial, que tres de cada siete NNA con discapacidad, ha sido mutilada genitalmente; que la mayoría de las escolares utiliza anticonceptivos de larga duración; y que las NNA no reciben más cuidados ginecológico que estos en salud sexual y salud reproductiva durante su estadia en  instituciones segregadas de educación.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué medidas adoptará para una reforma de las normas de salud sexual y reproductiva de uso en redes hospitalarias y de atención primaria sobre acceso a atención de ginecológica, matronas y asistentes sociales, con derecho a parto respetado, puerperio y diada, y a crianza protegida de su hijx con asistencia personal, cuidados, y protección social, para las personas con discapacidad?
* ¿Cómo resolverá el Estado la necesidad de una investigación aplicada sobre la situación de los DDSSRR en Escuelas Especiales con NNA con discapacidad, y la elaboración de un plan de Derechos Sexuales y Reproductivos, y de Educación Sexual Integral pertinente en NNA?

54. El Comité recomienda al Estado parte que adopte una política relativa a la salud mental, fundamentada en el respeto de los derechos humanos, involucrando a las organizaciones que representan a las personas con discapacidad, particularmente discapacidad psicosocial. También le recomienda que capacite al personal médico y terapéutico acerca de los derechos de las personas con discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son las barreras para modificar el modelo médico por el modelo de derechos humanos y salud mental, según las estándares de ACNUDH 2017?
* ¿Cómo va a fomentar y validar la participación social y política de lxs usuarixs de la red de salud pública para impulsar estas modificaciones?
* ¿Está dispuesto el Estado a dar apoyo jurídico y financiero para un Observatorio de Derechos de los Usuarios de Servicios de Salud Mental?
		
Habilitación y rehabilitación (art. 26)

56. El Comité recomienda que el Estado parte priorice y destine los recursos necesarios para disponer de servicios de rehabilitación basados en la comunidad y dirigidos a todas las personas con discapacidad desde la niñez hasta la edad adulta y con fines de la inclusión social y comunitaria. En la implementación de estas medidas, lo alienta a que se consulte a las organizaciones de personas con discapacidad, en particular, a las que representan a mujeres, niñas y niños, indígenas y personas que viven en zonas rurales y remotas.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles serán las medidas del Estado para un plan resolver las barreras e incluir las necesidades de apoyo, ayudas técnicas y rehabilitación de mujeres y NNA indígenas con discapacidad y personas en zonas rurales remotas?
* ¿Ha considerado una consulta indígena para determinar qué medidas adoptará hacia la población indígena con discapacidad entre las propuestas posibles, considerando a instituciones representativas de los nueve pueblos indígenas que habitan Chile, según establece el Convenio 169 de la OIT?

Trabajo y empleo (art. 27)

58. El Comité recomienda que el Estado parte acelere la adopción de la legislación sobre inclusión laboral de las personas con discapacidad, y adopte una estrategia amplia con indicadores y plazos específicos en la materia, incluyendo a las mujeres y los jóvenes con discapacidad. El Comité recomienda que el Estado parte preste atención a los vínculos entre el artículo 27 de la Convención y la meta 8.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, y asegure el logro de un empleo productivo y decente para todas las personas, incluyendo personas con discapacidad en línea con el principio de remuneración igual por trabajo de igual valor. 

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son las medidas que adoptará para mejorar la implementacion de la Ley de inclusión laboral para personas con discapacidad?
* ¿Qué barreras ha encontrado para resolver las brechas de empleo en las personas con discapacidad psicosocial, y de regiones?
* ¿Cuáles son las medidas, eficaces y pertinentes, en las que incluye consultas a las OPDs para la planificación social de la inclusión laboral?
* ¿Cómo considera las economías solidarias para resolver las brechas económicas estructurales de situación de discapacidad en el país?
* ¿Cómo considera las economías solidarias en la mejora de la Ley de Inclusión Laboral?
* ¿Cuáles son las medidas que adoptará para fortalecer el impacto de la Ley de Inclusión Laboral en las contrataciones de funcionarios públicos, como herramienta de discriminación positiva?
* ¿Considera el Estado fomentar iniciativas de trabajo con apoyo para personas con discapacidad psicosocial, mediante el desarrollo de economías solidarias como las cooperativas de trabajo?
* ¿Qué planes incluirá para el impulso de apoyo jurídico, financiero y de asistencia técnica para Cooperativas de trabajo, ahorro y abastecimiento, y de producción para personas con discapacidad?
* ¿De qué manera piensa considerar fortalecer la empleabilidad de personas con discapacidad a través de herramientas de discriminación positiva en las cláusulas de contratos del Portal Chile COMPRAS destinado a empresas privadas?

Nivel de vida adecuado y protección social (art. 28)

60. El Comité recomienda universalizar la cobertura de los subsidios por discapacidad con el propósito de permitir un nivel de vida adecuado a personas con discapacidad que les permita contar con servicios de apoyo por su discapacidad, así como para mitigar el impacto del empobrecimiento por discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuáles son las barreras legales por las que las personas con discapacidad no han recibido apoyos de subsistencia, incluyendo transferencias financieras directas en crisis sanitaria y social del Covid, lo que ha contribuido a la pobreza, violencia y a la falta de tecnologías de información y comunicaciones? 
* ¿Qué medidas adoptará para establecer garantías de un ingreso ético para las personas con discapacidad y subsidios que se corresponda con los mayores gastos de salud en que incurren por su situación de discapacidad?
* ¿Qué necesita considerar el Estado para fomentar economías solidarias para personas con discapacidad en el marco de la crisis sanitaria y social, y cuáles serían los incentivos al desarrollo de cooperativas de abastecimiento, y cooperativas de ahorro y préstamo?	
Participación en la vida política y pública (art. 29)

62. El Comité recomienda al Estado parte la revisión del registro electoral para garantizar que no se prive del derecho al voto a ninguna persona por razón de un impedimento o por limitaciones en su capacidad jurídica.

Los expertos en Derecho Internacional de Discapacidad, han afirmado que las personas con discapacidad han sido históricamente excluidas de participar tanto en la vida política como pública, es decir, de gozar en igualdad de condiciones de derechos electorales en igualdad de condiciones con las demás. Los juristas también toman nota de promover el empoderamiento y la participación en organizaciones o asociaciones de personas con discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* Si considera opciones como la cuota política y la paridad de género en la Constituyente chilena para personas con discapacidad, que son consideradas herramientas útiles para ser impulsadas y garantizadas por los partidos políticos en todos los procedimientos electorales revisados por el SERVEL.
* ¿Qué iniciativas promoverá, tanto públicas como privadas, para la inclusión de las personas con discapacidad en procesos electorales, de manera tal que se asegure su participación plena y desarrollo autónomo en ámbitos como el de la participación política?
* ¿Cómo garantizará el derecho de participación política, en la figura de la consulta estrecha, en temas de políticas públicas para que las personas con discapacidad efectivamente incidan en las propuestas del Estado?
* ¿Cómo espera promover una reforma para el reconocimiento constitucional de las Personas con Discapacidad?
* ¿Cómo garantizará la participación paritaria de mujeres con discapacidad, en el reglamento y protocolos de Ley 21.216 (Diario Oficial del 24 marzo 2020)?
* ¿Cómo garantizará la participación inclusiva de personas con discapacidad en moción parlamentaria de 10% cuota en la constituyente del Boletín 13.129 en Senado?

En el Parlamento se han presentado las siguientes mociones parlamentarias de gran valor para las mujeres y niñas con discapacidad: Boletín 11357-11 (03-08-2017) Modificar Ley 20.584 y Código Penal para prohibir y tipificar como delito la esterilización permanente de Personas con discapacidad menores de 18 años, en primer trámite constitucional; Boletines refundidos 10563-11 y 10755-11 (noviembre 2018) sobre protección de salud mental, en segundo trámite constitucional concluyó despacho indicaciones; Boletín 12441-17 (julio 2019) de reforma a la capacidad jurídica para consagrar el derecho a la autonomía en Personas con discapacidad intelectual y psicosocial, en Comisión de derechos Humanos de la Cámara de Diputados. 

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Está dispuesto a promover la incorporación del estándar del artículo 23 del CDPD en estas mociones parlamentarias, todas ellas vinculadas con las demandas de las mujeres y niñas con discapacidad?
* Está dispuesto a propiciar un proceso legislativo de estas mociones parlamentarias con enfoque de derechos humanos, perspectivas de género y con participación y consultas estrechas a la Sociedad Civil y personas con discapacidad según Ley 20.500. 
* ¿Qué protocolos diseñará para resguardar la participación paritaria en el proceso constituyente para las mujeres con discapacidad?

Recopilación de datos y estadísticas (art. 31)

64. El Comité recomienda al Estado parte la recopilación y actualización de datos y estadísticas acerca de personas con discapacidad sobre la base del modelo de derechos humanos, desglosados por edad, sexo, tipo de deficiencia, pertenencia étnica y localización geográfica, que incluyan datos sobre tipo de residencia o institucionalización, casos por discriminación o por violencia en contra de estas personas; en el desarrollo de estos procesos recomienda la consulta con organizaciones de personas con discapacidad. Además, recomienda al Estado parte que preste atención a los vínculos entre el artículo 31 de la Convención y el objetivo 17 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular la meta 17.18.

No hay estandarización de registros oficiales sobre género y discapacidad, ni se han desagregado datos públicos duros considerando las intersecciones de edad, género, pobreza, etnia, ruralidad, discapacidad y diversidad sexual. Se elaboran políticas de género para metas de desarrollo sostenible y la agenda 2030 sobre igualdad y no discriminación de mujeres y niñas, pero ignoran estos datos duros en discapacidad, por lo que claramente no lograrán los objetivos país a esa fecha si no se avanza en un estudio más acabado de las distintas realidades que afectan a las personas con discapacidad, así como también en la definición de políticas con participación de las OPDs, pues hoy el nuevo paradigma del desarrollo global pasa también por el respeto a los derechos humanos de mujeres y niñas con discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Qué ha realizado el Estado por la necesaria inclusión de preguntas referidas a la discapacidad en mediciones censales y de repetitividad comunal, que permitan contar con información desagregada?
* ¿Cómo el Estado garantizará la consulta previa de pueblos originarios sobre el censo de personas indígenas con discapacidad, particularmente en NNA indígenas?
* ¿Qué cifras estadísticas dispone el Estado para analizar y evaluar la situación de salud mental hospitalaria, en los últimos 20 años desde que rige en Decreto Ley 570 de internación en recintos de psiquiatría, como por ejemplo la tasa de mortalidad por cama psiquiátrica del país entre el año 2000 y 2019?
* ¿Qué cambios estadísticos implementará el Estado para analizar y evaluar el algoritmo de género, discapacidad y violencia, indispensables para la elaboración y evaluación de las políticas públicas sobre violencia hacia las mujeres y NNA con discapacidad?
* ¿De qué forma considerará el Estado las interseccionalidades para el estudio de las mujeres y niñas con discapacidad, desagregando los datos estadísticos en censos y en la ENDISC?

Cooperación internacional (art. 32)

66. El Comité recomienda que los derechos de las personas con discapacidad sean transversalizados en la implementación y monitoreo de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible a nivel nacional, y que tales procesos se desarrollen en colaboración e involucrando estrechamente a las organizaciones de personas con discapacidad.
Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cuenta actualmente el Estado con planes y/o protocolos de colaboración estrecha y vinculante con las OPDs en la Agenda 2030 y ODS?
* ¿Cómo fomentará la participación de representantes de personas con discapacidad en estas agendas con financiamiento para proveer apoyos y asistencia, incluyendo la alimentación, alojamiento, transporte, comunicaciones accesibles e intérpretes de LSCH, entre otros que puedan ser requeridos?
	
Aplicación y seguimiento nacionales (art. 33)

68. El Comité solicita al Estado parte que designe el mecanismo independiente que cumpla con los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París), para la supervisión del cumplimiento de la Convención. Asimismo, le recomienda que involucre de manera importante a las organizaciones de personas con discapacidad, tanto en la implementación como en el monitoreo del cumplimiento de la Convención.

Naciones Unidas en dos ocasiones ha recomendado la implementacion del artículo 33 en Chile de la Convención, esto en el Examen CDPC 2016, y 3º EPU 2019. Además la sociedad civil realizó una campaña anual en 2019 recibiendo centenares de adhesiones por este mecanismo, el que fue entregado al INDH. Sumándose también a su impulso el apoyo de la Enviada Especial de la SGNU en accesibilidad y discapacidad.

Se pide al Comité consultar al Estado:
* ¿Cómo el Estado garantizará el respaldo jurídico y presupuestario para implementar el artículo 33, como el Mecanismo independiente de seguimiento de la implementación de la CDPD-ONU en Chile, recomendado por Naciones Unidas?
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